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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el Dr. LUIS FERNANDO VALDERRAMA GUZMÁN contra la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, estabilidad laboral, igualdad y acceso a cargos públicos en carrera.
2.- SOLICITUD 

Lo consignado por el actor en el escrito de tutela se puede concretar así: 
- Participó en la convocatoria 004-2015 para proveer cargos de carrera de Procurador Judicial II delegados en asuntos penales, reglamentada por la resolución 040/15, en la que superó a satisfacción todas las etapas del concurso, razón por la cual fue incluido en lista de elegibles -Resolución 357 de julio 11 de 2016-, y nombrado en periodo de prueba por el término de 4 meses en el referido cargo con sede en la ciudad de Pereira -Decreto 3731 de agosto 8 de 2016-, en el que se posesionó en septiembre 06 de 2016 -acta N° 026-, con efectos fiscales a partir de esa fecha, y se ha desempeñado en el mismo hasta la actualidad.

- Al culminar el periodo de prueba -enero 05 de 2017- fue calificado su desempeñó -febrero 14 de 2017- como muy satisfactorio (860 puntos), acto administrativo que se encuentra en firme; por tanto, de acuerdo con lo establecido en el inciso 2° del artículo 218 Decreto Ley 262/00 debía ser inscrito en el Registro Único de Inscripción en Carrera de la Procuraduría General, lo cual hasta el momento no se ha realizado por parte de la Oficina de Selección y Carrera, pese a que la norma es clara en cuanto a que el trámite -que puede considerarse como un mero formalismo- debe ser célere (automático) para efectos de consolidar los derechos en carrera que se adquirieron. Con esa omisión se vulnera su debido proceso administrativo y el acceso a cargos públicos en carrera, como también la igualdad, ya que tiene conocimiento que hay otros funcionarios que ingresaron a la entidad por el mismo concurso, fueron calificados e incluidos en el registro
.

- Si bien la Sección Segunda del Consejo de Estado en marzo 15 de 2017 decretó una medida cautelar consistente en suspender la calificación de los concursantes que estuvieran en periodo de prueba, la misma no abarca la inscripción de quienes ya superaron esa etapa, pese a lo cual la Procuraduría decidió motu proprio aplicarla al trámite de inscripción en carrera, actuación totalmente inadecuada puesto que en la referida decisión la Alta Corporación señala que los funcionarios que superan el periodo de prueba consolidan su situación jurídica particular y concreta al quedar de manera definitiva inscritos en carrera de la Procuraduría General de la Nación, lo que coincide con lo que al respecto determinó la Corte Constitucional –Sentencia C-969/03-  y con lo consignado en el artículo 224 del citado Decreto Ley 262.
-El amparo es procedente porque los otros medios con los que cuenta, como la acción de cumplimiento o coadyuvar e intervenir en la acción de nulidad simple, no resultan idóneos ni eficaces al ser prolongados, y harían nugatorios los derechos adquiridos y consolidados en carrera administrativa, y el máximo Tribunal Constitucional ha determinado que no obstante la naturaleza residual de la tutela, es un mecanismo preferente para proteger los derechos de quienes han participado en concursos de méritos y son seleccionados –Sentencia T-156/12. Además, en aras de evitar un perjuicio irremediable, ya que se solicitó la adición de la medida cautelar para que incluya el proceso de inscripción, lo que genera una incertidumbre jurídica, e incide en su estabilidad laboral. 
Solicita la protección de los derechos al debido proceso, estabilidad laboral, igualdad y acceso a cargos públicos en carrera; y, en consecuencia, se ordene a la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera, que en el término improrrogable de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, proceda a inscribirlo en el Registro Único de Carrera de la entidad.
3.- CONTESTACIÓN

- La asesora jurídica de la Procuraduría General de la Nación indicó que esa entidad en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-101/13, en la Resolución 040/15 convocó a concurso de méritos para proveer cargos de procuradores judiciales I y II, en la que dio apertura y reglamentó el proceso de selección de la provisión de 744 empleos de carrera, mediante las convocatorias 001-2015 hasta la 014-2015 y de conformidad con lo establecido en el Decreto Ley 262/00.

El señor LUIS FERNANDO VALDERRAMA GUZMÁN fue nombrado para el cargo que concursó, y superó el periodo de prueba en enero 05 de 2017 con calificación satisfactoria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 218 del Decreto Ley 262/00, por lo que se encuentra pendiente del Registro Único de Inscripción y Carrera
, el cual solicita mediante el presente amparo; sin embargo, la acción es improcedente al carecer de subsidiariedad, puesto que el actor para lograr su pretensión tiene expedita la acción de cumplimiento consagrada en el artículo 87 Superior y en la Ley 393/97. Adicionalmente, no probó la configuración de un perjuicio irremediable ni la amenaza concreta de algún derecho fundamental que la haga viable de manera transitoria, y por el contrario, se sabe que en la actualidad está vinculado laboralmente con ese ente estatal como Procurador Judicial en virtud del referido concurso, lo que le permite devengar un salario mensual, y estar afiliado a la seguridad social en salud, pensión y riesgos laborales, además de que la discusión en el asunto versa únicamente sobre el cumplimiento de un trámite administrativo por parte de esa entidad, que no ha podido realizarse debido a razones de orden judicial y administrativo.

Los cambios generados en esa entidad luego de la designación de un nuevo Procurador en enero del presente año, han hecho necesario un proceso de empalme, y generado demora en algunas de sus labores, lo que incluye también a la Oficina de Selección y Carrera, la que entre otras cosas tiene a cargo la elaboración de las carpetas individuales de los más de 700 procuradores judiciales I y II, el ingreso de las calificaciones en el SIAF, la inscripción en el Registro Único de Carrera, así como las notificaciones y comunicaciones pertinentes. Además de ello, otro concurso de méritos para proveer 739 cargos de carrera, responder más de 700 derechos de petición y 455 acciones de tutela, y dar cumplimiento a órdenes judiciales en las que se han reconocido derechos a exfuncionarios por estabilidad laboral reforzada, lo que ha desbordado su capacidad.
Precisamente en el numeral 3 del artículo 24 Resolución 040/15 se previó situaciones que pudieran variar el cumplimiento y agotamiento de las etapas del concurso, y por ello se consignó que las mismas podían ser modificadas según las necesidades del servicio, el desarrollo del concurso y la capacidad institucional, por lo que es necesario que el juez de tutela ponga en contexto la situación planteada para comprender el posible retraso en los referidos trámites, y determine que no puede percibirse renuencia al cumplimiento de sus deberes.
Aunado a lo anterior, en marzo 15 de 2017 el H. Consejo de Estado Sección Segunda Subsección A decretó una medida cautelar de urgencia en la demanda de nulidad impetrada contra la Resolución 040/-transcribe el aparte pertinente-, en la que se ordenó a la Procuraduría General de la Nación abstenerse de realizar la evaluación del desempeño laboral de quienes se encuentren en período de prueba como consecuencia de su participación en el proceso de selección referido, hasta tanto se profiera sentencia definitiva en ese asunto, y en la parte considerativa de la decisión indicó que la finalidad de esa suspensión es evitar que el control objetivo de legalidad resultare inane, por lo que se está evaluando los efectos y consecuencias de esa determinación, en aras de evitar eventuales desacatos a la misma.
No existe vulneración del debido proceso ni del acceso a la función pública, toda vez que todas las actuaciones del concurso se han desarrollado con apego a los principios de publicidad y transparencia, ya que la información siempre ha sido publicada oportunamente, y se está adelantando la última etapa del proceso de selección. Tampoco a la igualdad, porque en ningún momento se negó el ingreso al cargo por el que concursó, ni se le ubicó en condiciones diferentes con relación a los demás funcionarios, ni se aplicaron normas distintas a las previstas en la convocatoria, como tampoco ha habido ningún sesgo en su calificación de servicios.

Finalmente resalta la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia Sala Cuarta de Oralidad dentro de la acción de tutela que presentó el señor FABIO ANDRÉS ZULUAGA GIRALDO contra esa entidad, por hechos similares a los expuestos en este caso, y con idéntica pretensión -adjunta copia-, la cual solicita tener en consideración como precedente horizontal.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde a la Corporación determinar si en el caso puesto de presente es procedente el amparo solicitado, y en caso positivo, establecer si se presenta afectación de los derechos fundamentales del actor por parte de la entidad accionada, y en virtud de ello es viable acceder a la pretensión deprecada.
5.2.- Solución

5.2.1.- Procedencia de la acción de tutela en el caso concreto
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El Dr. VALDERRAMA GUZMÁN acude ante el juez constitucional con el propósito de que se termine una situación que en su sentir lesiona sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, acceso a cargos públicos, estabilidad laboral e igualdad, consistente en que la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera ha omitido efectuar su inscripción en el Registro Único de Carrera de esa entidad, pese a que aprobó todas las etapas de la convocatoria 004-2015 para el cargo de Procurador Judicial II delegado en asuntos penales, reglamentada por la Resolución 040/15, y obtuvo calificación satisfactoria del periodo de prueba, la cual actualmente se encuentra en firme.
Antes de pronunciarse de fondo sobre el asunto, la Sala analizará lo atinente a la procedencia del mecanismo tutelar en el presente caso, como quiera que fue consagrado expresamente por el constituyente como una acción preferente y sumaria, la cual procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Al respecto debe decirse que si bien el actor podría valerse de la acción de cumplimiento consagrada en el artículo 87 Superior y reglamentada por la Ley 393/97, como lo indica la entidad accionada, de conformidad con la cual toda persona puede acudir ante la autoridad judicial definida en la Ley para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o actos administrativos, y precisamente en este caso lo que se reclama es el acatamiento de lo dispuesto en el artículo 218 del Decreto Ley 262/00, en el artículo 9 de la citada Ley 393 se indica que: “ésta no procederá para derechos que puedan ser garantizados mediante la acción de tutela”.

En criterio de esta magistratura, la situación que refiere el accionante no está relacionada únicamente con el incumplimiento de una disposición legal por parte la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera, sino que también lleva inmersa la presunta vulneración de derechos fundamentales que a consecuencia de esa omisión, en sentir del accionante se genera, y eso tornaría improcedente entonces la interposición de la acción de cumplimiento, y por tanto permite la utilización del mecanismo constitucional de tutela, en aras de obtener la protección que se reclama.

En ese sentido la H. Corte Constitucional en la sentencia C-1194/01 precisó:

“[…] De conformidad con lo establecido en esta sentencia y en la jurisprudencia de esta Corporación, cuando lo que se busca es la protección directa de derechos constitucionales fundamentales que pueden verse vulnerados o amenazados por la omisión de la autoridad, se está en el ámbito de la acción de tutela. Cuando lo que se busca es la garantía de derechos de orden legal o lo que se pide es que la administración dé aplicación a un mandato de orden legal o administrativo que sea específico y determinado, lo que cabe en principio, es la acción de cumplimiento […]”-negrillas fuera de texto-.
En esas condiciones, para la Colegiatura la acción impetrada cumple con el requisito de procedencia, por cuanto el incumplimiento en el que según se afirma incurre la entidad demandada, genera a su vez -según sostiene el tutelante- una afectación de derechos de rango constitucional como lo son el debido proceso, la estabilidad laboral, la igualdad, y el acceso a cargos públicos, entonces, como ya se dijo, no se trata de una simple omisión de un deber legal. Apreciación que coincide con lo consignado por el órgano de cierre constitucional en la sentencia T-347/14.
5.2.2.- El caso concreto
Descendiendo al caso que nos ocupa, como ya se indicó, el tutelante considera afectados sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a cargos públicos en carrera, estabilidad laboral e igualdad, por cuanto la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera ha omitido incluirlo en el Registro Único de Carrera de esa entidad, en contravía de lo dispuesto en el artículo 218 del Decreto Ley 262/00.

No se encuentra en discusión, y además está probado dentro de esta actuación, que el Dr. LUIS FERNANDO VALDERRAMA GUZMÁN participó en la convocatoria 004-2015 para proveer cargos de carrera de Procurador Judicial II delegados en asuntos penales, reglamentada por la Resolución 040/15, en la que superó a satisfacción todas las etapas del concurso, razón por la cual fue incluido en lista de elegibles -Resolución 357 de julio 11 de 2016-, nombrado en periodo de prueba por el término de 4 meses en el referido cargo con sede en la ciudad de Pereira -Decreto 3731 de agosto 8 de 2016-, en el que se posesionó en septiembre 06 de 2016 –acta N° 026- y desempeña en la actualidad. Al culminar dicho término -enero 05 de 2017- fue calificado su desempeñó -febrero 14 de 2017- como sobresaliente (860 puntos), acto administrativo que se encuentra en firme.

Tampoco es objeto de controversia de acuerdo con lo establecido tanto en la Resolución 040/15 como en la Convocatoria 004/15, en consonancia con el artículo 194 del Decreto Ley 262/00, que el concurso estaba compuesto de las etapas de: convocatoria, reclutamiento, inscripción, lista de admitidos y no admitidos, aplicación de pruebas e instrumentos de selección, conformación de la lista de elegibles, período de prueba, y por último calificación de éste, de lo que se infiere que para el caso del actor, todas ellas ya fueron superadas.

Lo situación específica que es materia de discrepancia entre el tutelante y la accionada, es si la omisión de inscribirlo en el Registro Único de Carrera de la Procuraduría, conforme lo señala el inciso 2º del artículo 218 del Decreto Ley 262/00, constituye o no un quebrantamiento de los derechos constitucionales que se invocan.

El tutelante considera que es así porque al haber sido calificado con un puntaje en la categoría de muy satisfactorio, y encontrarse en firme esa determinación, de manera automática la Oficina de Selección y Carrera debió cumplir con el trámite de incluirlo en el citado registro, puesto que se trata de un derecho ya consolidado. Por su parte, la entidad asevera que esa omisión no genera tal afectación, ya que ha mostrado su respeto por las garantías de los participantes en todas las etapas del proceso, y su interés en dar cumplimiento a las mismas, lo cual no ha podido hacer debido a factores de tipo administrativo y judicial.
Al respecto, la Sala observa que es clara y expresa la obligación que le asiste a la Procuraduría por intermedio de su Oficina de Selección y Carrera, toda vez que la norma referida consagra que: “Aprobado el periodo de prueba, el empleado deberá ser inscrito en el Registro Único de Inscripción en Carrera de la Procuraría”, sin ningún otro condicionamiento. Adicionalmente y según se infiere del canon 224 del Decreto Ley 262/00, el primero de los fines de la calificación de servicios es adquirir los derechos de carrera, y de acuerdo con lo que indicó la Corte Constitucional en la sentencia C-969/03 a la que hace alusión el actor, dicha calificación le permite adquirir la titularidad del acceso al cargo en carrera.

Muy a pesar de la claridad de esos preceptos, esa inscripción no se ha realizado no obstante que el accionante culminó y aprobó su período de prueba, tal como se refirió en precedencia, lo que constituye una clara afectación del debido proceso administrativo al no observarse el trámite establecido en la Ley, al igual que del acceso a cargos públicos, ya que si bien se le permitió concursar, no se le permite sin justificación atendible adquirir su propiedad no obstante cumplir con todos los requisitos establecidos en la convocatoria, lo que lo ha puesto en una situación incierta porque a la fecha no se encuentra vinculado ni en provisionalidad ni en propiedad, y de contera afecta indudablemente la estabilidad a la que tiene derecho en virtud de la carrera administrativa
.
No cabe duda que el Dr. VALDERRAMA GUZMÁN tiene un derecho consolidado frente al cargo para el que concursó, y en efecto es lo que verdaderamente se infiere del contenido del auto de marzo 15 de 2017 mediante el cual la Sección Segunda del Consejo de Estado decretó medida cautelar dentro del proceso de nulidad impetrado contra la Resolución 040/15, consistente en suspender la calificación de quienes estuvieran en periodo de prueba, por cuanto allí se señala que: los funcionarios que superan el periodo de prueba consolidan su situación jurídica particular y concreta al quedar de manera definitiva inscritos en carrera de la Procuraduría General de la Nación. 
En esas condiciones, no puede considerarse de recibo el argumento dado por la Procuraduría, con fundamento precisamente en dicha providencia, para omitir cumplir con su deber legal de inscribir al tutelante en el registro de carrera, porque la orden dada no incluye a quienes ya fueron calificados y por ende aprobaron su periodo de prueba, máxime cuando la culminación de éste y su  calificación fue anterior a ese pronunciamiento
, y tampoco de sus consideraciones puede inferirse una suspensión en ese sentido, precisamente porque no pueden afectarse los derechos ya consolidados.

De igual forma, según sostuvo el accionante, otros de los concursantes que se encontraban en igual situación a la suya, entre ellos: ANA ANGÉLICA ARREDONDO CASTRILLÓN, Procuradora 192 Judicial I Penal de Medellín; HÉCTOR ALFREDO ALMEIDA TENA Procurador 217 Judicial Administrativo de Cali; JUAN DAVID GÓMEZ RUBIO, Procurador 12 Judicial II de Restitución de Tierras de Bucaramanga; MARGARITA MARÍA URINA VALENCIA, Procurador 152 Judicial II Penal de Pereira; ya fueron inscritos en carrera, y ello no fue refutado por la Procuraduría en su respuesta. Entidad que tampoco dio cumplimiento al requerimiento que le hiciera este Tribunal para que informara en detalle al respecto, por lo que en aplicación de la presunción de veracidad consagrada en el artículo 20 del Decreto 2591/91 debe tenerse por cierta esa afirmación, lo que genera un quebrantamiento ostensible del derecho a la igualdad, independientemente de si esas personas fueron inscritas antes o después del mencionado auto, puesto que no hay ninguna justificación para que a esos concursantes sí se les materializara su inscripción en carrera, mientras que a los demás, como es el caso del aquí accionante, se le niegue o dilate dicha inclusión.
Tampoco pueden tenerse como válidas las justificaciones planteadas en cuanto a que la entidad debido al cambio de Procurador ha debido realizar un proceso de empalme y ello ha generado retraso en ciertos trámites, que incluyen los de la Oficina de Selección y Carrera, al igual que tiene múltiples tareas no solo relacionadas con el concurso en el que participó el tutelante, sino también con otra convocatoria para la provisión de 744 cargos, y además de la contestación de múltiples derechos de petición y acciones de tutelas, ya que esas cuestiones de carácter administrativo no pueden ser una excusa para la omisión de un deber legal, y mucho menos para afectar garantías fundamentales de los concursantes.
De ese modo se comprende que la entidad estaba en la obligación de prever antes de la realización de las citadas convocatorias, las diferentes actuaciones que desde luego se generan en virtud de las mismas, y si ello no se hizo, no puede la inadecuada planeación justificar una dilación en las acciones a su cargo que comprometen garantías esenciales.
Ahora, de igual forma, no es de recibo lo atinente a que en el numeral 3 del artículo 24 Resolución 040/15 se previó situaciones que pudieran variar el cumplimiento y agotamiento de las etapas del concurso, según las necesidades del servicio, el desarrollo del concurso y la capacidad institucional, porque lo que podía modificarse en virtud de dicha resolución era lo relacionado con el proceso de selección, pero en el caso concreto del accionante ya terminó dicho proceso, y la inscripción en carrera es un deber legal consignado en el referido artículo 218, como ya se dijo, respecto del cual no puede existir sustracción alguna, por tratarse, se repite, de un derecho adquirido cuyo desconocimiento entraña la incursión en una vía de hecho administrativa.
Finalmente, debe decir la Colegiatura que no es posible acoger los planteamientos del Tribunal Administrativo de Antioquia Sala Cuarta de Oralidad dentro de la acción de tutela que presentó el señor FABIO ANDRÉS ZULUAGA GIRALDO contra la Procuraduría General de la Nación por hechos similares y con idéntica pretensión, ya que no se comparte los mismos por ser opuestos a la conclusión a la que se llega en este proveído. Valga resaltar que en el citado pronunciamiento se declaró improcedente el amparo porque se analizó esa procedencia con fundamento en jurisprudencia atinente a la interposición de ese mecanismo contra concursos de méritos, orientación que en criterio de este Tribunal no es apropiada, por cuanto si bien la tutela está relacionada con el concurso, lo que se reclama de manera específica es el cumplimiento de un mandato legal a cargo de la Procuraduría, que surge precisamente de la terminación satisfactoria del proceso de selección, como se analizó en precedencia. 
Adicionalmente, en el precedente horizontal que se cita, se consideró que previamente debía agotarse por el accionante una solicitud ante la entidad para pedir la referida inscripción en carrera –aunque ese punto en particular tampoco se comparte-, exigencia que en este asunto sí fue realizada por el tutelante. Y finalmente se señaló que ante la inexistencia de un perjuicio irremediable el medio adecuado para ventilar la pretensión es la acción de cumplimiento, lo que contraviene abiertamente la posición de esta Corporación en cuanto a que la transgresión de la que se trata da lugar a una indebida inestabilidad en el cargo, que consecuentemente genera un inminente perjuicio como carga que el servidor público no está obligado a soportar.
En consonancia con lo analizado, se ampararán los derechos fundamentales al debido proceso administrativo, igualdad, estabilidad laboral y acceso a cargos públicos de los que es titular el Dr. LUIS FERNANDO VALDERRAMA GUZMÁN, vulnerados por la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera; y, en consecuencia, se ordenará a esa entidad que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta determinación, proceda a realizar su inscripción en el Registro Único de Carrera, como Procurador Judicial II delegado en lo penal.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales al debido proceso administrativo, igualdad, estabilidad laboral y acceso a cargos públicos de los que es titular el Dr. LUIS FERNANDO VALDERRAMA GUZMÁN, vulnerados por la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera. 
SEGUNDO: SE ORDENA a la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta determinación, proceda a realizar la inscripción en el Registro Único de Carrera de esa entidad, del Dr. LUIS FERNANDO VALDERRAMA GUZMÁN como Procurador Judicial II delegado en lo penal.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
�Ana Angélica Arredondo Castrillón, Procuradora 192 Judicial I Penal de Medellín, Héctor Alfredo Almeida Tena Procurador 217 Judicial Administrativo de Cali, Juan David Gómez Rubio, Procurador 12 Judicial II de Restitución de Tierras de Bucaramanga, Margarita María Urina Valencia, Procurador 152 Judicial II Penal de Pereira, entre otros, casi cien servidores ya inscritos. 


� Se resalta que la respuesta tiene algunas incoherencias: (i) menciona como accionante a BERNARDO DE J. CARDONA YEPEZ (Fl 3.); y (ii) en otro de sus apartes señala como actora  a la Procuradora 134 Judicial Penal I de Andes (Ant.) (fl. 5; y (iii) ello da a entender que la entidad accionada no tiene claridad sobre el contexto fáctico del caso.


� C-431-10: “[…] sentido de esta previsión consiste en garantizar, de una parte, la igualdad de oportunidades de los trabajadores para acceder al desempeño de cargos y funciones públicas -tal y como ello se establece en los artículos 40 y 53 de la Carta Política-. De otra parte, en asegurar: (i) la protección de los derechos subjetivos de los trabajadores a la estabilidad y permanencia en el cargo; (ii) los beneficios propios de la condición de escalafonado; (iii) el sistema de retiro del cargo. También busca lograr que (iv) la función pública se ejerza de manera eficiente y eficaz. De esta manera, es “precisamente el rendimiento en el desempeño del cargo de cada trabajador (el cual garantiza eficiencia y eficacia del conjunto) el que determina el ingreso, la estabilidad en el empleo, el ascenso y el retiro del servicio, tal como lo dispone el artículo 125 de la Constitución […]”-negrilla fuera de texto-.


� Nótese que la culminación del periodo de prueba operó en enero 05 de 2017 y la calificación del mismo se hizo en febrero 14 de 2017, fecha en la que quedó en firme al no haber sido objeto de recurso, mientras que el auto del Consejo de Estado que decreta la medida cautelar de suspensión es de marzo 15 de 2017.
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